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Libertad y Orden

LEY 1205 DE 2008
(julio 14)

por medio de la cual se mejora la calidad de vida a través de la calidad del diésel 
y se dictan otras disposiciones.

Poder Público – rama legislativa

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Con el propósito de mejorar la calidad de vida y garantizar 
el derecho constitucional al goce de un ambiente sano, declárese de inte-
rés público colectivo, social y de conveniencia nacional, la producción, 
importación, almacenamiento, adición y distribución de combustibles 
diésel, que minimicen el impacto ambiental negativo y que su calidad 
se ajuste a los parámetros usuales de calidad internacional.

Parágrafo 1°. Para tal efecto los Ministerios de Minas y Energía y 
de Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o cualquier en-
tidad que los reemplace en las funciones referentes a la calidad de los 
combustibles, deben expedir la reglamentación que conduzca a mejorar 
la calidad del diésel, mediante la disminución progresiva de los niveles 
de azufre presentes en dicho combustible hasta alcanzar los estándares 
internacionales que indican que dichos niveles deben ser inferiores a 50 
partes por millón (ppm), así:

En Bogotá, para los Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM), 
incluidos los sistemas de transporte masivo público de pasajeros con 
radio de acción metropolitano, distrital o municipal que utilicen diésel, 
se exige que este contenga un máximo de 500 ppm de azufre a partir 
del 1° de julio de 2008. A partir del 1° de enero de 2010, estos mismos 
sistemas deberán utilizar diésel de menos de 50 ppm de azufre.

Para los demás usos, se deberá utilizar diésel de menos de 500 ppm 
de azufre hasta el 31 de diciembre de 2012. A partir de esta fecha, se 
deberá utilizar diésel de menos de 50 ppm de azufre.

Para el resto del país, para todos los sistemas de transporte que utilicen 
diésel se utilizará diésel de menos de 3.000 ppm de azufre a partir del 
1° de julio de 2008 y hasta el 31 de diciembre de 2008. A partir del 1° 
de enero de 2009 se utilizará diésel de menos de 2.500 ppm de azufre 
hasta el 31 de diciembre de 2009. A partir del 1° de enero de 2010 se 
utilizará diésel de menos de 500 ppm de azufre hasta el 31 de diciembre 
de 2012. A partir de esta fecha, se deberá utilizar diésel de menos de 50 
ppm de azufre.

Para los Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM) de todos 
los centros urbanos del país se deberá utilizar diésel de menos de 50 ppm 
de azufre a partir del 1 ° de enero de 2010.

Parágrafo 2°. A partir del 31 de diciembre de 2012, queda prohibido 
distribuir, comercializar, consumir o transportar combustibles diésel 
que contengan más de 50 ppm de azufre, con excepción de aquel que se 
importe o produzca para fines exclusivos de exportación.

Parágrafo 3°. Los agentes de la cadena que produzcan, importen, 
almacenen o distribuyan combustibles diésel, deberán garantizar en sus 

respectivos establecimientos, el control del contenido de humedad, de 
acuerdo a las disposiciones vigentes para tal fin.

Artículo 2°. Los Ministerios de Minas y Energía y de Ambiente, Vi-
vienda y Desarrollo Territorial, o cualquier entidad que las reemplace en 
las funciones referentes a la calidad de combustibles, reglamentarán de 
acuerdo con sus competencias lo establecido en la presente ley. Por su 
parte, el Ministerio de Minas y Energía o quien a futuro asuma las fun-
ciones respecto a la calidad de combustible; será el encargado de aplicar 
las sanciones a los agentes de la cadena de distribución de combustibles 
que produzcan, importen, almacenen o distribuyan combustibles diésel 
que no cumplan con lo establecido en la presente ley.

Artículo 3°. Para la implementación de la presente ley, establézcanse 
los siguientes plazos: Seis (6) meses a partir de su vigencia para que el 
Ministerio de Minas y Energía y el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, en conjunto o individualmente, expidan la regu-
lación técnica, ambiental y el régimen sancionatorio conducente a dar 
cumplimiento a lo establecido en los parágrafos del artículo 1° de esta 
ley.

Parágrafo. Las regulaciones que expidan las autoridades mencionadas 
en este artículo, deberán tener en cuenta los estándares internacionales y 
se implementarán y aplicarán iniciando por Bogotá, D. C., y los centros 
con mayor densidad de población y contaminación atmosférica. Asimis-
mo, las autoridades en referencia deberán establecer un mecanismo de 
verificación semestral del cumplimiento progresivo de lo establecido en 
la reglamentación de esta ley.

Artículo 4°. Las sanciones a imponer por el Ministerio de Minas y 
Energía o la entidad que le reemplace en sus funciones, dado un incum-
plimiento de la calidad mínima en el combustible diésel establecida en la 
presente ley por parte de los agentes de la cadena de refinación, impor-
tación, almacenamiento, distribución mayorista, transporte, distribución 
minorista y grandes consumidores, serán:

a) Para los refinadores e importadores de combustible diésel, las 
multas respectivas irán de 50.000 a 100.000 smlmv (salarios mínimos 
legales mensuales vigentes);

Propietario
Nota adhesiva
La Ley 1210 de 2008 se encuentra publicada en la página siguiente (pág.18)



1�	 	DIARIO OFICIAL
Edición 47.050

Lunes 14 de julio de 2008

LEY 1210 DE 2008
(julio 14)

por la cual se modifican parcialmente los artículos 448 numeral 4 y 451 del Código Sustantivo  
del Trabajo y 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y se crea el artículo 129A  

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el numeral 4 del artículo 448 del Código 
Sustantivo del Trabajo, el cual quedará así:

Funciones de las autoridades.
(...)
4. Cuando una huelga se prolongue por sesenta (60) días calendario, 

sin que las partes encuentren fórmula de solución al conflicto que dio 
origen a la misma, el empleador y los trabajadores durante los tres (3) días 
hábiles siguientes, podrán convenir cualquier mecanismo de composición, 
conciliación o arbitraje para poner término a las diferencias.

Si en este lapso las partes no pudieren convenir un arreglo o establecer 
un mecanismo alternativo de composición para la solución del conflicto 
que les distancia, de oficio o a petición de parte, intervendrá una subcomi-
sión de la Comisión de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, 
al tenor de lo dispuesto en el artículo 9° de la Ley 278 de 1996.

Esta subcomisión ejercerá sus buenos oficios durante un término 
máximo de cinco (5) días hábiles contados a partir del día hábil siguiente 
al vencimiento del término de los tres (3) días hábiles de que trate este 
artículo. Dicho término será perentorio y correrá aún cuando la comisión 
no intervenga. Si vencidos los cinco (5) días hábiles no es posible llegar 
a una solución definitiva, ambas partes solicitarán al Ministerio de la 
Protección Social la convocatoria del tribunal de arbitramento. Efectuada 
la convocatoria del Tribunal de Arbitramento los trabajadores tendrán la 
obligación de reanudar el trabajo dentro de un término máximo de tres 
(3) días hábiles.

Sin perjuicio de lo anterior la comisión permanente de concertación 
de políticas salariales y laborales, podrá ejercer la función indicada en 
el artículo 9° de la Ley 278 de 1996.

Parágrafo 1°. La Comisión Nacional de Concertación de Políticas La-
borales y Salariales designará tres (3) de sus miembros (uno del Gobierno, 
uno de los trabajadores y uno de los empleadores) quienes integrarán 
la subcomisión encargada de intervenir para facilitar la solución de los 
conflictos laborales. La labor de estas personas será ad honorem.

Parágrafo 2°. Si una huelga, en razón de su naturaleza o magnitud, afecta 
de manera grave la salud, la seguridad, el orden público o la economía 
en todo o en parte de la población, el Presidente de la República, previo 
concepto favorable de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
puede ordenar en cualquier momento la cesación de la huelga y que los 
diferendos que la provocaron sean sometidos a fallo arbitral.

En caso de vacancia judicial, el concepto previo corresponde al Pro-
curador General de la Nación. En ambas circunstancias, el concepto debe 
ser expedido dentro de los tres (3) días siguientes a la solicitud.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 451 del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual quedará así:

Declaratoria de ilegalidad
1. La legalidad o ilegalidad de una suspensión o paro colectivo del tra-

bajo será declarada judicialmente mediante trámite preferente. En primera 
instancia, conocerá la Sala Laboral del Tribunal Superior competente. 
Contra la decisión procederá el recurso de apelación que se concederá 
en el efecto suspensivo y se tramitará ante la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia. La providencia respectiva deberá cumplirse una 
vez quede ejecutoriada.

2. La reanudación de actividades no será óbice para que el Tribunal 
profiera la declaratoria de la legalidad o ilegalidad correspondiente.

3. En la calificación de suspensión o paro colectivo de trabajo por las 
causales c) y d) del artículo anterior, no se toman en cuenta las irregula-
ridades adjetivas de trámite en que se haya podido incurrir.

Artículo 3°. Adiciónese el numeral 10 al artículo 2° del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social. El cual quedará así: Competencia 
general. La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de 
seguridad social conoce de: (...)

10. La calificación de la suspensión o paro colectivo del trabajo.
Artículo 4°. Créase el artículo 129A del Código Procesal del Trabajo 

y de la Seguridad Social:
1. Procedimiento especial: Calificación de la suspensión o paro co-

lectivo del trabajo. A través de procedimiento especial, la Sala Laboral 
del Tribunal del Distrito Judicial competente conocerá, en primera ins-
tancia, sobre la calificación de la suspensión o paro colectivo del trabajo, 
a solicitud de parte o del Ministerio de la Protección Social.

2. Competencia: Es competente para conocer, la Sala Laboral del 
Tribunal Superior en cuya jurisdicción territorial se haya producido la 
suspensión o paro colectivo del trabajo. Si por razón de las distintas 
zonas afectadas por ella fueren varios los Tribunales competentes, el 
primero que avoque el conocimiento del asunto prevendrá e impedirá a 
los demás conocer del mismo.

3. Demanda: La demanda tendiente a obtener la calificación de la 
suspensión o paro colectivo del trabajo deberá contener, además de lo 
previsto en el artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, la causal invocada, la justificación y una relación pormenorizada 
de las pruebas que la demuestren, las cuales no podrán ser aportadas en 
otra oportunidad procesal. Esta podrá ser presentada por una de las partes 
o por el Ministerio de la Protección Social.

El acta de constatación de cese de actividades que levantará el Ins-
pector de Trabajo, debe ser adjuntada con la demanda, sin perjuicio de 
los demás medios de prueba.

4. Traslado y audiencia: Admitida la demanda, el Tribunal en auto 
que se notificará personalmente y que dictará dentro del día hábil (1) 
siguiente citará a las partes para audiencia.

Esta tendrá lugar el tercer (3er) día hábil siguiente a la notificación y 
en ella se contestará la demanda. Acto seguido, se adelantará la audien-
cia pública para el saneamiento del proceso, decisión de excepciones 
previas, la. fijación del litigio, el decreto y la práctica de las pruebas, se 
dará traslado a las partes, para el ejercicio del derecho de contradicción, 
para que oralmente expongan sus razones, las cuales versarán sobre las 
pruebas admitidas. Si la Sala estimare necesario otra u otras pruebas para 
su decisión, las ordenará y practicará sin demora alguna y pronunciará el 
correspondiente fallo, que se notificará en estrados contra el cual proce-
derá el recurso de apelación en el efecto suspensivo, que se interpondrá 
y sustentará, en el acto de notificación; interpuesto el recurso la Sala lo 
concederá o denegará inmediatamente.

Contra la Providencia que niegue la apelación procederá el recurso 
de queja que se tramitará de conformidad con lo dispuesto en el Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

La decisión del recurso de apelación se hará a más tardar dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en que el proceso entre al 
despacho del magistrado ponente.

5. Término de calificación: En todo caso, la decisión sobre la lega-
lidad o ilegalidad de una suspensión o paro colectivo del trabajo deberá 
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pronunciarse, a más tardar dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, 
contados a partir de la recepción de la demanda.

6. Prevenciones a las partes: La providencia en que se declare la 
legalidad o la ilegalidad de una suspensión o paro colectivo de trabajo 
deberá contener, además, las prevenciones del caso para las partes en 
conflicto y se hará conocer al Ministerio de la Protección Social.

7. Calificación en época de vacancia judicial: Durante la vacancia 
judicial se acudirá a la Sala Administrativa del Consejo Seccional o Su-
perior de la Judicatura, según el caso, para que designe al funcionario 
competente para cada instancia.

Parágrafo 1°. Los procesos de calificación de la suspensión o paro 
colectivo del trabajo que conozca el Ministerio de la Protección Social, 
antes de la vigencia de la presente ley, continuarán hasta su culminación 
en sede gubernativa.

Parágrafo 2°. Cuando para el conocimiento del proceso de calificación 
de legalidad o ilegalidad de una suspensión o paro colectivo del trabajo, 
exista conflicto de intereses; el magistrado se declarará impedido y esta 
situación, al igual que la recusación, se resolverá de conformidad con 
las normas procesales previstas en la ley.

Artículo 5°. En concordancia con el literal h) del artículo 2° de la 
Ley 278 de 1996, la Comisión Permanente de Concertación de Políticas 
Salariales y Laborales, dentro de los seis (6) meses siguientes a la vi-
gencia de esta ley, presentará un informe al Gobierno Nacional respecto 
de la preparación que haya efectuado de proyectos de ley relacionados 
con las materias a que hacen referencia los artículos 39, 55 y 56 de la 
Constitución Política.

Artículo 6°. Vigencia y derogatorias. La presente ley deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias, y rige a partir de la fecha de su 
publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General (E.) de la honorable Cámara de Represen-
tantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
República de Colombia – Gobierno Nacional

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 14 de julio de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

ministerio del interior y de Justicia

Decretos

DECRETO NUMERO 2560 DE 2008
(julio 14)

por el cual se modifica la planta de personal del Ministerio del Interior y de Justicia.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le confieren el numeral 14 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, y

CONSIDERANDO:
Que el Ministerio del Interior y de Justicia presentó al Departamento Administrativo de 

la Función Pública, el estudio técnico de que tratan los artículos 46 de la Ley 909 de 2004 y 
95, 96 y 97 del Decreto 1227 de 2005, para modificar la planta de personal de esa entidad, 
el cual obtuvo concepto técnico favorable de ese Departamento Administrativo;

Que se cuenta con concepto favorable expedido por la Dirección General del Presupuesto 
Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para efectos de modificar 
la planta de personal del Ministerio del Interior y de Justicia;

Que por lo expuesto anteriormente este Despacho,

DECRETA:
Artículo 1°. Suprímense de la planta de personal del Ministerio del Interior y de Justicia, 

los siguientes cargos:

Nº CaRgOs DENOMiNaCiON DEl CaRgO CODigO gRaDO

DEspaChO DEl MiNisTRO

1 (Uno) Asesor 1020 08

Nº CaRgOs DENOMiNaCiON DEl CaRgO CODigO gRaDO

DEspaChO viCEMiNisTRO DEl iNTERiOR

1 (Uno) Profesional Especializado 2028 17

Nº CaRgOs DENOMiNaCiON DEl CaRgO CODigO gRaDO

DEspaChO viCEMiNisTRO DE jUsTiCia

1 (Uno) Técnico Administrativo 3124 12
Artículo 2°. Créase en la planta de personal del Ministerio del Interior y de Justicia, el 

siguiente cargo:

Nº CaRgOs DENOMiNaCiON DEl CaRgO CODigO gRaDO

DEspaChO DEl MiNisTRO

1 (Uno) Asesor 1020 17
Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica 

en lo pertinente los Decretos 202 de 2003 y 1721 de 2008.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 14 de julio de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Fabio Valencia Cossio.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

resoluciones	ejecutivas

REsOlUCiON EjECUTiva NUMERO 231 DE 2008
(julio 11)

por la cual se decide sobre una solicitud de extradición.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere 

el artículo 491 de la Ley 906 de 2004, y
CONSIDERANDO:

1. Que mediante Nota Verbal número 3849 del 10 de diciembre de 2007, el Gobierno de 
los Estados Unidos de América, a través de su Embajada en Colombia, solicitó la detención 
provisional con fines de extradición del ciudadano colombiano Luis Carlos Ropero Díaz, 
requerido para comparecer a juicio por delitos federales de narcóticos.

2. Que el Fiscal General de la Nación mediante resolución del 12 de diciembre de 
2007 decretó la captura con fines de extradición del ciudadano Luis Carlos Ropero Díaz, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 96167206, la cual se hizo efectiva el 17 
de diciembre de 2007, por miembros de la Policía Nacional.

3. Que la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, mediante Nota 
Verbal número 0424 del 14 de febrero de 2008, formalizó la solicitud de extradición del 
ciudadano Luis Carlos Ropero Díaz.

En la mencionada Nota informa:
“Luis Carlos Ropero - Díaz es requerido para comparecer a juicio por delitos federales 

de narcóticos. Es el sujeto de la acusación número 06-232 (RCL), dictada el 1° de agosto de 
2006, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para el Distrito de Columbia, mediante 
la cual se le acusa de:

-- Cargo Uno: Concierto, comenzando en enero de 2005, o aproximadamente en esa 
fecha, para distribuir cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una 
cantidad perceptible de cocaína, una sustancia controlada de la Tabla II, con la intención y 
el conocimiento de que dicha sustancia sería importada ilegalmente a los Estados Unidos, y 
ayuda y facilitación de dicho delito, lo cual es en contra del Título 21, Secciones 959 y 960 
del Código de los Estados Unidos, todo en violación del Título 21, Sección 963 del Código 
de los Estados Unidos, y del Título 18, Sección 2 del Código de los Estados Unidos;

-- Cargo Cuatro: Distribuir y causar la distribución, el 19 de febrero de 2005, o 
aproximadamente en esa fecha, de cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia 
que contenía una cantidad perceptible de cocaína, una sustancia controlada de la Tabla 
II, con la intención y el conocimiento de que dicha sustancia sería importada ilegalmente 
a los Estados Unidos, y ayuda y facilitación de dicho delito, en violación del Título 21, 
Sección 959 del Código de los Estados Unidos, y del Título 18, Sección 2 del Código de 
los Estados Unidos; y




